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Consejo Superior de la Judicatura 
Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
SOLEDAD – ATLANTICO  

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 

SOLEDAD, CUATRO (04) DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES (2023). 

ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD. No 2023-0229/ T02-2023-00042-01 S.I 
ACCIONANTE: HAYLIN PAOL ARAMIREZ MENDOZA en representación del menor JUAN JOSÉ MANGA 
RAMIREZ 
ACCIONADO: SALUD TOTAL EPS y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE SOLEDAD -ALCALDÍA DE 
SOLEDAD 
 

ASUNTO A TRATAR 
 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL MIXTO DE SOLEDAD, el 2 
de junio de 2023 dentro de la acción de tutela impetrada por la señora HAYLIN PAOL 
ARAMIREZ MENDOZA en representación del menor JUAN JOSÉ MANGA RAMIREZ, 
en contra de SALUD TOTAL EPS y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE SOLEDAD -
ALCALDÍA DE SOLEDAD, por la presunta vulneración de su derecho fundamental a la 
Dignidad Humana, Salud y Educación 

 
HECHOS 

 

 

SIGCMA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 
 
 
 
 
 

 

 

Página 2 de 10 

 

 

 

 
 

PRETENSIONES 
 
De conformidad con los hechos expuestos el accionante solicita: 
 

 

 
 

 
DE LA ACTUACIÓN 

 
La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL MIXTO 
DE SOLEDAD a través de auto calendado el 25 de mayo de 2023, ordenándose oficiar 
a la entidad de salud accionada a fin de que rindieran un informe sobre los hechos de la 
acción de tutela. Además, vincula al trámite a INSTITUCIÓN EDUCATIVA HANSEL Y 
GRETEL DE SOLEDAD 
Informes que fueron presentados en los siguientes términos  
 
INFORME SALUD TOTAL EPS 
YOLIMA RODRIGUEZ HINCAPIE, en calidad de Representante Legal de SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., Sucursal Barranquilla, manifestó: 
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INFORME SECRETARIA DE EDUCACION DE SOLEDAD 
AIDA MARGARITA OJEDA VEGA, en calidad de Secretaria de Educación Municipal de 
Soledad, manifestó: 

 
 

 
FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 

 
El JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL MIXTO DE SOLEDAD, a través de 
providencia calendada el 2 de junio de 2023, resolvió la solicitud de amparo, fallo del 
cual se transcribe su parte resolutiva: 
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FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 

 
Inconforme con la decisión del a quo, la accionada SECRETARIA DE EDUCACION 
MUNICIPAL DE SOLEDAD impugnó el fallo asegurando: 
 

 
 
 

PROBLEMA JURÍDICO 
 
Corresponde al Despacho determinar si la SECRETARIA DE EDUCACION MUNICIPAL 
DE SOLEDAD se encuentra vulnerando los  derechos  fundamentales  invocados   por 
la  señora   HAYLIN PAOL ARAMIREZ MENDOZA en representación del menor JUAN 
JOSÉ MANGA RAMIREZ,  al asegurar que no tiene la responsabilidad de nombrar un 
cuidador quien debe de ordenar el tutor que requiere el menor es la E.P.S. SALUD 
TOTAL E.P.S..  
 
¿Se dan los presupuestos jurídico - fácticos para modificar la decisión impugnada en los 
términos formulados por la accionada? 
 

FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 44, 46, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política Decreto 2591 de 1991. Sentencia T-1071-2001, T- 105-2009, T – 
695 -2007, T- 760-2008, T- 346-2009, C- 252-2010, T- 371-2010, T- 650-2009, T- 587-
2010,  T-824-2010, T- 855-2010, T – 084 – 2011, T- 392-2011, T- 105-2014, T- 799-
2014, T- 802-2014,  entre otras.  

 
CONSIDERACIONES 

 
El Constituyente del 1991, se preocupó por consagrar no sólo una completa declaración 
de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
Fue así como el Texto Constitucional, incorporó por vez primera en el ordenamiento 
jurídico colombiano, las llamadas acciones constitucionales. Entre éstas, se encuentra 
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la acción de tutela, mecanismo que protege los derechos fundamentales, cuando éstos 
resulten amenazados o vulnerados, por cualquier autoridad pública y por los 
particulares, éstos últimos en los precisos casos señalados en la ley. 
 
A continuación, se realizará un estudio de los derechos fundamentales respecto de los 
cuales se solicita el amparo por parte de la actora: 
 
EL DERECHO A LA VIDA: Consagrado en el artículo 11 de nuestro Estatuto 
Constitucional al señalarlo como un derecho inviolable, siendo este fundamental, de 
exigente aplicación. Es el soporte sobre el cual se desarrollan los demás derechos y su 
efectiva protección corresponde a la plena vigencia de los fines del Estado Social de 
Derecho, constituyendo así una responsabilidad esencial. Es obligación primaria de las 
autoridades la de proteger a todas las personas residentes en Colombia en sus vidas y 
en sus demás derechos, entre ellos el de la integridad personal, tal como lo proclama el 
artículo 2º de la Constitución.    
       
EL DERECHO A LA SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL: Señalado en el Art. 49 de la 
Constitucional Política. La salud es un derecho constitucional fundamental, no 
solamente, por guardar estrecha relación con los derechos a la vida, la integridad 
personal y la Dignidad humana. A partir de la sentencia T – 960 de 2008 la Corte 
Constitucional le dio ese carácter como derecho  autónomo. 
 
El reconocimiento de la salud como derecho fundamental se halla en consonancia con 
la evolución de su protección en el ámbito internacional. 
 

CASO CONCRETO 
 
En  el  presente  caso  se  entrará  a  verificar  la  presunta  trasgresión  de  los  derechos 
fundamentales  invocados por la señora  HAYLIN PAOL ARAMIREZ MENDOZA en 
representación del menor JUAN JOSÉ MANGA RAMIREZ,   presuntamente vulnerados  
por SALUD  TOTAL EPS y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE SOLEDAD -ALCALDÍA 
DE SOLEDAD con ocasión de la solicitud de tutor sombra que asegura requiere el menor  
en  virtud  del  diagnóstico  de TDAH (TRASTORNO POR DEFICIT DE ATENCIÓN CON 
HIPERACTIVIDAD)  que padece. 
 
En el escrito de tutela observa el Despacho que la agente oficioso pone de presente las 
diferentes situación a nivel educativo y de salud que vive el menor con ocasión del 
diagnostico que padece. En virtud de ello, el A quo consideró procedente amparar los 
derechos invocados, decisión que únicamente fue impugnada por la accionada 
SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE SOLEDAD.  
 
Así las cosas, se entrará a estudiar la impugnación presentada por la accionada y 
relación a lo resuelto por el A quo.  
 
De las pruebas arrimadas al plenario, se evidencia que el agenciado es un menor de 
edad que además por su estado de salud se encuentran en un estado de indefensión 
que  requiere  de  la  intervención  del  estado, situación  que  le hacen  sujeto  de  doble 
protección constitucional.  
 
Pues bien, la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es un medio 
judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto al derecho a la 
salud, especialmente frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de 
debilidad manifiesta (inciso final art.13 Const.), entre los que están los niños y niñas, las 
personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De 
tal manera ha expresado: 
 
“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en 
el sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad 
manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de 
los niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P.arts.13,46y47), la salud tiene 
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el alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de 
demostrar conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer 
su protección constitucional a través de la acción de tutela.” 

Ahora bien, en lo que respecta al derecho a la educación que además para el presente 
caso debe ser inclusiva, se tiene que en reiterada jurisprudencia la Corte ha dispuesto: 

“El artículo 67 de la Constitución Política establece que la educación es un derecho 
fundamental inherente a cada persona y, en consonancia, el artículo 44 lo reconoce 
como un derecho de los niños, las niñas y los adolescentes. Además, el artículo 68 
Superior señala expresamente que la educación de las personas en situación de 
discapacidad es una obligación especial del Estado. 

Por otra parte, el derecho a la educación se encuentra consagrado en diferentes 
instrumentos jurídicos de carácter internacional tales como: la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos; el Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y 
Culturales; la Convención sobre los Derechos del Niño; la Convención Interamericana 
para la Eliminación de Todas las formas de Discriminación contra Personas con 
Discapacidad; y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

La jurisprudencia constitucional ha reconocido que la educación: (i) es un derecho 
inherente a la persona, y un servicio público cuya prestación es un fin esencial del 
Estado; (ii) es un derecho fundamental de las personas menores de 18 años; (iii) es 
gratuita y obligatoria en el nivel de básica primaria; (iv) debe priorizar su dimensión de 
servicio público de manera que todas las personas menores de 18 años accedan a al 
menos un año de preescolar, cinco años de primaria y cuatro de secundaria; (v) la 
integran 4 características fundamentales que se relacionan entre sí: aceptabilidad, 
adaptabilidad, disponibilidad y accesibilidad; (vi) las entidades públicas del orden 
nacional y territorial tienen la obligación de garantizar el cubrimiento adecuado de los 
servicios de educación y de asegurar a los niños y niñas condiciones de acceso y 
permanencia en el sistema educativo; y (vii) el Estado tiene la obligación de realizar una 
intervención positiva con el fin de eliminar las barreras que los menores de edad en 
condición de discapacidad puedan acceder a una educación de calidad. 

Ahora bien, la interpretación sistemática de los artículos 13, 44 y 68 de la Constitución 
y de los mencionados instrumentos de derecho internacional bajo el enfoque social de 
la discapacidad referenciado en el capítulo anterior, le impone al Estado la obligación 
de proporcionar educación a los niños, niñas y adolescentes en situación de 
discapacidad para materializar su derecho fundamental a la igualdad, y promover la 
eliminación efectiva de cualquier obstáculo con el que se puedan encontrar dentro de 
su proceso educativo. 

Así, surgió la educación inclusiva como un modelo que busca que concurran en el aula 
estudiantes con capacidades diferentes para aprender y acceder al conocimiento y 
desarrollo. Dicho modelo parte de la idea de que los educandos no pueden ser 
apartados de los demás en razón de sus características personales, muchas de las 
cuales tradicionalmente han sido catalogadas y percibidas como limitaciones 
individuales. Hacerlo, implica segregar a una parte de la población, sin justificación 
válida más allá de la diferenciación entre normalidad y anormalidad, como un criterio 
histórico y cambiante para juzgar y aislar a un grupo y restringirle desde el comienzo de 
la vida, sus derechos.  

De acuerdo con el enfoque social de la discapacidad se deben realizar una serie de 
adaptaciones por parte de la sociedad al individuo y no al contrario. El aula, como reflejo 
de la sociedad reproduce esquemas de exclusión, que deben abrir camino a la inclusión 
y a la convivencia armónica de todos los estudiantes. La situación de discapacidad no 
es razón suficiente para alejar a una persona del sistema general de educación y para 
que derive los beneficios del mismo, entre los que sin duda se encuentran elementos de 
la sociabilidad y de la vida en comunidad. 
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En suma, el Estado está en el deber de asegurar que las personas en situación de 
discapacidad: (i) no queden excluidas del sistema general de educación, de la 
enseñanza primaria ni de la enseñanza secundaria, por motivos de discapacidad; (ii) 
puedan acceder a una educación inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de 
condiciones con las demás, en la comunidad en que vivan; (iii) vean asegurados ajustes 
razonables que respondan a su condición particular y los apoyos en su proceso de 
aprendizaje; y, (iv) lleven a cabo su proceso educativo en entornos que fomenten al 
máximo su desarrollo académico y social, que permita su plena inclusión en la 
sociedad”. 

Ahora bien la SECRETARIA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE SOLEDAD  centra su 
impugnación en asegurar que “tutela debe ser revocada en favor de la secretaría de 
educación de Soledad, y la Alcaldía Municipal, toda vez que, la misma accionante 
manifiesta que el menor requiere de un cuidador (sombra) para su rehabilitación, no 
obstante, la Institución educativa donde estudia el menor; es una entidad de 
carácter privado por ende debe dar cumplimiento al artículo 2.3.3.5.2.2.3 del 
Decreto 1421 de agosto 29 de 2017 el cual establece que las instituciones 
educativas de naturaleza privada que presten el servicio educativa privadas que 
presten el servicio público de educación de preescolar, básica y media deberán 
garantizar la accesibilidad, los recursos y los ajustes razonables para atender a 
los estudiantes con discapacidad, es decir, que en base a esta norma la Secretaria 
de Educación de Soledad, no tiene la responsabilidad de nombrar un cuidador quien 
debe de ordenar el tutor que requiere el menor es la E.P.S. SALUD TOTAL 
E.P.S”(negrillas nuestras) 

Ahora bien los colegios, sin distinción sobre su carácter estatal o privado, entre otras 
funciones, deben identificar: (i) a los niños y niñas susceptibles de atención integral para 
garantizar su permanencia educativa en el marco de la inclusión; (ii) las barreras que 
impiden el acceso, la permanencia y el derecho a una educación de calidad a personas 
con necesidades educativas especiales; y, finalmente, (iii) propender porque el personal 
docente sea idóneo y suficiente para el desarrollo de los procesos de inclusión social 
 
En cuanto a las secretarías de educación, o la entidad que haga sus veces en las 
entidades territoriales certificadas, se determina que son las gestoras y ejecutoras de la 
política de educación inclusiva, por lo tanto, deben definir la estrategia de atención para 
estudiantes en situación de discapacidad y la distribución de los recursos asignados 
para asegurar el cumplimiento del decreto. De igual manera, a través de sus planes de 
mejoramiento, deben gestionar los ajustes razonables que las instituciones educativas 
requieran para que de manera gradual garanticen la atención educativa de las personas 
en condición de discapacidad. 
 
No obstante, el DECRETO 1421 DE 2017 (Agosto 29) “Por el cual se reglamenta en el 
marco de la educación inclusiva la atención educativa a la población con discapacidad” 
en su artículo 2.3.3.5.2.2.3 dispuso: De las instituciones educativas de naturaleza 
privada. Las instituciones educativas privadas que presten el servicio público de 
educación de preescolar, básica y media deberán garantizar la accesibilidad, los 
recursos y los ajustes razonables para atender a los estudiantes con discapacidad. 
 
De conformidad con lo antes expuesto, resulta necesario modificar el numeral segundo 
del fallo proferido por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD en lo 
que respecta a la SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE SOLEDAD  a quien le 
corresponderá ejercer vigilancia para asegurar el cumplimiento de que el menor aquí 
agenciado cuente con el derecho a la educación. Además la INSTITUCIÓN EDUCATIVA 
HANSEL Y GRETEL DE SOLEDAD deberá junto con SALUD TOTAL EPS cumplir lo 
ordenado el fallo de primera instancia en lo que concierne a la Junta y/o Comité 
Interdisciplinario que valore las condiciones del menor y determine la procedencia del 
acompañante. 
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EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR 
MANDATO DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: MODIFICAR el numeral SEGUNDO del fallo de primera instancia proferido 
el 2 de junio de 2023 por   el JUZGADO   TERCERO CIVIL MUNICIPAL MIXTO  DE 
SOLEDAD,  al interior  de  la  acción  de  tutela  impetrada  por  la  señora  HAYLIN 
PAOL ARAMIREZ MENDOZA en representación del menor JUAN JOSÉ MANGA 
RAMIREZ en  contra  de  SALUD  TOTAL  EPS y la SECRETARIA DE EDUCACION 
MUNICIPAL DE SOLEDAD,  de  conformidad  con  lo  expuesto  en  la parte motiva de 
este proveído. El cual quedará así: 
 
“2. ORDENAR a SALUD TOTAL EPS y a la INSTITUCIÓN EDUCATIVA HANSEL Y 
GRETEL DE SOLEDAD -, PARA que dentro de los diez (10) días siguientes a la 
notificación de esta decisión realicen  la Junta y/o Comité Interdisciplinario que valore 
las condiciones del menor y determine la procedencia del acompañante, determinado 
en ese comité si el acompañante (sombra) que requiere con respaldo en el diagnóstico, 
es de un componente clínico y profesional habilitado para ello, (con cargo a la EPS), o 
si la labor que realizará ese acompañante es principalmente pedagógica (con cargo a la 
institución educativa hansel y gretel de soledad) determinado en dicho comité el perfil 
profesional de quien debe hacer el acompañamiento del menor. Debe ese comité 
también y conforme al diagnóstico ordenar si así lo amerita el caso, el suministro de los 
implementos de higiene :pañales. pañitos húmedos, y crema anti pañalitis. Las 
accionadas tienen el deber de acreditar el cumplimiento de la orden impartida dentro del 
término aquí concedido. De igual manera ORDENAR a la SECRETARIA DE SALUD 
MUNICIPAL DE SOLEDAD  a quien le corresponderá ejercer vigilancia para asegurar 
el cumplimiento de que el menor aquí agenciado cuente con el derecho a la educación” 
 

SEGUNDO: Notificar  ésta  providencia  a  las  partes,  al  a  quo,  así  como  al  señor 
Defensor del Pueblo de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 
 
TERCERO:En   su   oportunidad   remítase   el   expediente   a   la   Honorable   corte 
constitucional  para  su  eventual  revisión,  según  lo  dispuesto  en  el  decreto  2591  
de 1.991. 
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